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CONTRADICCIÓN DE TESIS 53/2016.

SUSCITADA ENTRE EL Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y EL Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 

PONENTE: 

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN. 

SECRETARIA: 

LOURDES MARGARITA GARCÍA GALICIA.

Vo. Bo.

Sr. Ministro

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis.
Cotejó:
VISTA para resolver la contradicción de tesis identificada al rubro; y, 
RESULTANDO:

PRIMERO. Denuncia de contradicción de tesis. Mediante oficio 53/2016, presentado el diecinueve de febrero de dos mil dieciséis ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Magistrado Presidente adscrito al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito denunció la posible contradicción de criterios sustentados entre el citado órgano jurisdiccional al resolver el amparo directo ********** y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito al resolver el amparo directo **********.
En el oficio de mérito textualmente se dice: 
“Con fundamento en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo, denuncio la posible contradicción que puede estar suscitándose entre los criterios establecidos por el órgano al que me encuentro adscrito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 

Se considera así, pues este Tribunal Colegiado en sesión de veintiuno de enero del presente año, resolvió el amparo en revisión **********, determinando revocar el sobreseimiento decretado por el Juez de Amparo, conceder el amparo y protección de la Justicia de la Unión y desestimar los agravios formulados en revisión adhesiva. 

La determinación anterior, se originó en virtud de que el quejoso promovió juicio de amparo indirecto ostentándose como tercero extraño por equiparación, al señalar como acto reclamado, inter alia, la omisión dentro de un proceso de notificarle el envío de los autos atinentes a un juicio ordinario civil a diverso juzgado, esto en razón del cambio de especialización del juzgado donde inicialmente se conoció del juicio. 

Así, el Tribunal Colegiado al que me encuentro adscrito, determinó que aun y cuando el quejoso no revestía la calidad de tercero extraño dentro del juicio, por haber sido parte de la contienda natural y comparecer a él, estimó que la falta de notificación de la radicación del expediente a un nuevo juzgado, lo dejó en estado de indefensión, porque no podía acudir a defenderse al juzgado donde se ventiló el juicio en primer momento, al haber cambiado su competencia; por tanto, en el caso de legislación de Veracruz, conforme al artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, procedía notificarlo personalmente y no por lista, como ocurrió en el caso concreto. 

Lo anterior bajo las consideraciones siguientes: (se transcribe la parte de la resolución atinente). 
Por su parte, en posible contradicción del criterio recién transcrito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el dieciséis de agosto de dos mil doce, el amparo en revisión **********, emitió la tesis aislada siguiente:
Época: Décima Época 

Registro: 2007228 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 9, Agosto de 2014, Tomo III 

Materia(s): Común 

Tesis: II.3o.A.24 K (10a.) 

Página: 1978 

‘TERCERO EXTRAÑO A JUICIO POR EQUIPARACIÓN PARA EFECTOS DEL AMPARO. LO ES QUIEN, NO OBSTANTE HABER SIDO PARTE E INTERVENIDO EN AQUÉL, VE INTERRUMPIDA SU PARTICIPACIÓN A CAUSA DE QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL EN DONDE ACTÚA CAMBIÓ DE RESIDENCIA SIN NOTIFICARLE PERSONALMENTE SOBRE SU NUEVO DOMICILIO Y CONTINUÓ CON EL TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO EN EL NUEVO LOCAL HASTA DICTAR SENTENCIA. En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se definió como tercero extraño a juicio a quien, sin ser parte en un proceso, resiente los efectos y consecuencias de éste, y se equipara a aquel que siendo parte en el juicio, no tuvo la oportunidad real y material de intervenir en él; aspecto que generalmente se presenta cuando se hacen valer defectos en el emplazamiento, los que son impugnables en amparo indirecto después de que se dicte sentencia y, en la vía directa cuando, antes de su dictado, se tuvo la oportunidad de interponer medios ordinarios de defensa (como el incidente de nulidad de actuaciones o el recurso de apelación en que cuestionen los defectos del emplazamiento). Además, por regla general, si la persona que se ostenta como tercero extraña equiparada tuvo intervención en el procedimiento ordinario, no tendrá dicho carácter en el amparo. No obstante, el Pleno del Alto Tribunal, al resolver la contradicción de tesis 259/2009 (en que modificó y flexibilizó el criterio aludido), definió que, ante la ausencia de regulación sobre la procedencia del amparo indirecto promovido por el tercero extraño a juicio equiparado, debe reconocerse que dicha persona puede acudir inmediatamente al juicio constitucional, aun cuando todavía se encuentre en tiempo para interponer el recurso ordinario, para lo cual, debe atenderse a la naturaleza de las normas rectoras del amparo y al principio pro persona, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo lo cual se fundó, entre otras consideraciones, en la ejecutoria de la otrora Cuarta Sala del Máximo Tribunal, al resolver el amparo directo 5001/48 -del que derivó la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XCVIII, página 1029, con el rubro: ‘EXTRAÑOS AL JUICIO, LOS DEMANDADOS NO EMPLAZADOS DEBIDAMENTE SON TERCEROS.’- donde se reconoció como tercero extraño, no sólo a quien no es parte en un juicio, sino también, en términos generales, a aquel que materialmente no tuvo la oportunidad de intervenir en el proceso. Sobre las bases anteriores, se concluye que tercero extraño a juicio por equiparación para efectos del amparo, es también quien, no obstante haber sido parte e intervenido en aquél, ve interrumpida su participación a causa de que el órgano jurisdiccional en donde actúa cambió de residencia sin notificarle personalmente sobre su nuevo domicilio y continuó con el trámite del procedimiento en el nuevo local hasta dictar sentencia’.

Ahora bien, tomando en consideración la tesis aislada P.V/2011, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE ESTIMARSE EXISTENTE AUN CUANDO LOS CRITERIOS DERIVEN DE PROBLEMAS JURÍDICOS SUSCITADOS EN PROCEDIMIENTOS O JUICIOS DISTINTOS, SIEMPRE Y CUANDO SE TRATE DEL MISMO PROBLEMA JURÍDICO’, en donde se establece que: (…), denuncio la posible contradicción de criterios, en la hipótesis en la cual se ve interrumpida la participación de las partes en un juicio, ya sea por cambio de competencia del órgano y remisión de los autos a diverso o, por cambio de sede del mismo tribunal, sin notificar personalmente dichas circunstancias. 
Lo anterior, pues mientras; el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, consideró que es tercero extraño a juicio por equiparación para efectos del amparo, a la parte que no se le notifica personalmente el cambio de sede del tribunal; y por su parte, este órgano colegiado, sostuvo que no obstante no puede considerarse tercero extraño en esa hipótesis, su falta de notificación personal sí le dejaba en estado de indefensión; criterio jurídico que se encuentra vigente en su aplicación.   

En ese sentido, si bien los dos casos anteriores, pareciera tienen su génisis en situaciones distintas pues, en el caso que conoció el Tribunal Colegido del cual formo parte, la interrupción de la participación del quejoso se derivó de un cambio de competencia del juzgado original, que llevó a remitir los autos del juicio a diverso juzgado; y en el caso que conoció el Tercer Tribunal Colegiado en mención, la participación en el proceso se vio interrumpida a causa del cambio de domicilio del mismo tribunal que conoció; lo cierto es que existe concordancia en cuanto a que en ambos casos: el quejoso había comparecido al juicio, su participación se vio materialmente interrumpida y, la notificación debió ser personal; con la discrepante que, en un caso, se le consideró tercero extraño equiparado, y en el otro no. 
(…)
Sin más por el momento, reitero a usted la seguridad de mi distinguida consideración y respecto. 
Atentamente.
José Manuel De Alba De Alba
Magistrado del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito”. (Rúbrica)
SEGUNDO. Admisión y trámite de la denuncia de la contradicción de criterios. Por acuerdo de veintitrés de febrero de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó registrar el expediente de contradicción de tesis con el número 53/2016; asimismo, a fin de proveer lo conducente se solicitó al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, la versión digitalizada del original de la ejecutoria emitida en el amparo directo **********; además, determinó que este asunto se remitiera para su estudio al Ministro Alberto Pérez Dayán. 

TERCERO. Radicación. Previo dictamen elaborado por el Ministro Ponente en el que se solicita la remisión de los autos a la Segunda Sala, por acuerdo de once de julio de dos mil dieciséis, el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el envío de los autos a la sala referida. 

En tal virtud, mediante acuerdo de cuatro de agosto de dos mil dieciséis el Presidente de la Segunda Sala determinó que ésta conociera del asunto y ordenó devolver los autos a su ponencia para la elaboración del proyecto de resolución respectivo. 
CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la denuncia de contradicción de tesis que nos ocupa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 225, 226, fracción II, de la Ley de Amparo; 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece; en virtud de que se trata de una denuncia de contradicción de criterios sustentados por Tribunales Colegiados de diversos Circuitos, cuyo punto de contradicción versa sobre la materia común, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno.

Lo anterior con apoyo en lo conducente en la tesis P. I/2012 (10a.)
, sustentada por el Pleno de este Alto Tribunal que se lee bajo el rubro y texto siguientes: 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE DIFERENTE CIRCUITO. CORRESPONDE CONOCER DE ELLAS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011). De los fines perseguidos por el Poder Reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que se creó a los Plenos de Circuito para resolver las contradicciones de tesis surgidas entre Tribunales Colegiados pertenecientes a un mismo Circuito, y si bien en el texto constitucional aprobado no se hace referencia expresa a la atribución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer de las contradicciones suscitadas entre Tribunales Colegiados pertenecientes a diferentes Circuitos, debe estimarse que se está en presencia de una omisión legislativa que debe colmarse atendiendo a los fines de la reforma constitucional citada, así como a la naturaleza de las contradicciones de tesis cuya resolución se confirió a este Alto Tribunal, ya que uno de los fines de la reforma señalada fue proteger el principio de seguridad jurídica manteniendo a la Suprema Corte como órgano terminal en materia de interpretación del orden jurídico nacional, por lo que dada la limitada competencia de los Plenos de Circuito, de sostenerse que a este Máximo Tribunal no le corresponde resolver las contradicciones de tesis entre Tribunales Colegiados de diverso Circuito, se afectaría el principio de seguridad jurídica, ya que en tanto no se diera una divergencia de criterios al seno de un mismo Circuito sobre la interpretación, por ejemplo, de preceptos constitucionales, de la Ley de Amparo o de diverso ordenamiento federal, podrían prevalecer indefinidamente en los diferentes Circuitos criterios diversos sobre normas generales de trascendencia nacional. Incluso, para colmar la omisión en la que se incurrió, debe considerarse que en el artículo 107, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución General de la República, se confirió competencia expresa a este Alto Tribunal para conocer de contradicciones de tesis entre Tribunales Colegiados de un mismo Circuito, cuando éstos se encuentren especializados en diversa materia, de donde se deduce, por mayoría de razón, que también le corresponde resolver las contradicciones de tesis entre Tribunales Colegiados de diferentes Circuitos, especializados o no en la misma materia, pues de lo contrario el sistema establecido en la referida reforma constitucional daría lugar a que al seno de un Circuito, sin participación alguna de los Plenos de Circuito, la Suprema Corte pudiera establecer jurisprudencia sobre el alcance de una normativa de trascendencia nacional cuando los criterios contradictorios derivaran de Tribunales Colegiados con diferente especialización, y cuando la contradicción respectiva proviniera de Tribunales Colegiados de diferente Circuito, especializados o no, la falta de certeza sobre la definición de la interpretación de normativa de esa índole permanecería hasta en tanto no se suscitara la contradicción entre los respectivos Plenos de Circuito. Por tanto, atendiendo a los fines de la indicada reforma constitucional, especialmente a la tutela del principio de seguridad jurídica que se pretende garantizar mediante la resolución de las contradicciones de tesis, se concluye que a este Alto Tribunal le corresponde conocer de las contradicciones de tesis entre Tribunales Colegiados de diferente Circuito.”

SEGUNDO. Legitimación. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima conforme a lo establecido en el artículo 227, fracción II, de la Ley de Amparo, en razón de que fue formulada por el Presidente del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito.

TERCERO. Criterios de los Tribunales Colegiados de Circuito que sustentan posturas contradictorias. Con el propósito de estar en aptitud de resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, es preciso conocer los antecedentes y las consideraciones en que se apoyaron los órganos colegiados al dictar las respectivas ejecutorias.

A. El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, conoció y resolvió el recurso en revisión ********** en sesión de dieciséis de agosto de dos mil doce, el cual tiene su origen, según lo narrado en la propia sentencia, en los siguientes: 

	Antecedentes


1. El Tribunal Unitario Agrario del Distrito Diez admitió la demanda promovida por ********** en contra del comisariado ejidal del poblado de **********, Estado de México y de **********, por lo que ordenó emplazar a los demandados. 
· El veinticinco de febrero de dos mil ocho se hizo constar la imposibilidad de efectuar la audiencia prevista en el artículo 185 de la Ley Agraria porque el comisariado ejidal no se encontraba asesorado. ********** se encontró presente asesorado por el licenciado **********.

· El siete de abril de dos mil ocho (fecha señalada para la audiencia), ante la incomparecencia del asesor legal del actor y del demandado **********, nuevamente se difirió la audiencia.
· El dieciocho de agosto de dos mil ocho, fue diferida nuevamente la celebración de la audiencia, ante la incomparecencia del asesor legal de **********, no obstante su manifestación en relación a que su asesor legal lo era el licenciado **********, servidor público de la Procuraduría Agraria y quien produjo la contestación de demanda.
En esa misma data se ordenó girar oficio a la Procuraduría Agraria para requerir a dicho licenciado comparecer a la diligencia de fecha diez de octubre de dos mil ocho. 
· ********** precisa que el diez de octubre de dos mil ocho asistió al local de dicho tribunal, sin embargo las labores habían sido suspendidas desde el veinticuatro de septiembre de dos mil ocho y las personas que se encontraban ahí le comentaron que se le notificaría personalmente el cambio de lugar y la continuación de la audiencia. 
· El veinte de octubre de dos mil ocho se dictó auto manifestando que ante la imposibilidad antes apuntada, se fijaba como nueva fecha el veintidós de enero de dos mil nueve para la celebración de la audiencia y se ordenó la notificación personal de las partes. 
· El siete de noviembre, el Actuario del Tribunal, notificó al licenciado **********, mediante comparecencia del acuerdo precedente, considerando que tenía el carácter de autorizado de la parte codemandada. 
· El veintidós de enero de dos mil nueve se celebró la audiencia prevista en el artículo 185 de la Ley Agraria, se tuvieron por aceptadas las afirmaciones de la parte actora ante la inasistencia del codemandado y su asesor. 
· El cuatro de noviembre de dos mil nueve se dictó sentencia en el sentido de declarar la nulidad del acta de asamblea general de ejidatarios de delimitación, destino y asignación de tierras, únicamente en lo que respecta a la incorrecta asignación que se hizo de la parcela del codemandado **********.
· El cuatro de agosto de dos mil diez ********** acudió al Tribunal Agrario en su nueva residencia, para manifestar que se encontró a la parte que lo demandó haciendo modificaciones en su parcela, sin que nada le hubiera sido notificado.

2. Inconforme con tal determinación, el codemandado acudió al juicio de amparo indirecto a reclamar tanto la resolución acabada de relacionar, como la notificación realizada el siete de noviembre de dos mil ocho en dicho juicio agrario, manifestando bajo protesta de decir verdad que se enteró del acto reclamado el cuatro de agosto de dos mil diez. 
· El conocimiento de la demanda correspondió al Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de México, en donde se registró el expediente con el número **********, se admitió a trámite y una vez celebradas todas las etapas del procedimiento se emitió sentencia, negando el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados.
En contra de lo anterior se presentó recurso de revisión cuya determinación es la que da origen a la presente contradicción, la cual, en lo conducente, consideró lo siguiente:

	Recurso de Revisión **********


a) Se mencionó que en los recursos de revisión se debían purgar oficiosamente todos los vicios de incongruencia y estudio indebido de los actos reclamados (foja 23 de la sentencia).

Así, señaló que a pesar de que el juez afirmó que haría una fijación clara y precisa de los actos reclamados, ello no aconteció en la especie (foja 27 de la sentencia), ya que al tratarse de un amparo agrario, se debían tomar en cuenta todos los elementos jurídicos adicionales que acontecieron durante el procedimiento, empero el juez a quo se limitó a reducir los planteamientos a un examen de legalidad de una notificación; en tanto que, el reclamó del quejoso al haber sido desde su calidad de “tercero extraño a juicio por equiparación”, debió revisar la totalidad de las actuaciones del juicio para dilucidar si durante el procedimiento se concretaron actos y omisiones de autoridad que colocaron al quejoso en tal carácter (foja 49 de la sentencia de dicho recurso). 
En efecto, los planteamientos giraron en torno a la inconstitucionalidad de una serie de actos procesales que, en el juicio agrario de origen, colocaron al quejoso como un “tercero extraño a juicio por equiparación”, para efectos del artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo (derogada) (foja 53 de la sentencia que se sintetiza).  

Para arribar a esa conclusión, fueron narradas las actuaciones del procedimiento agrario, para concluir que se tenían datos suficientes para determinar que la pretensión del quejoso se identificó con la hipótesis del amparo pedido por “tercero extraño a juicio por equiparación”, máxime si se tomaba en cuenta que en la demanda, el quejoso adujo que aun cuando compareció al procedimiento antes de la audiencia inicial, finalmente no tuvo ninguna intervención real ni material en el juicio, lo que ocasionó que consecuentemente no tuviera una participación procesal efectiva. 
Como corolario de lo anterior, se hizo notar que no podía ser del modo que propuso el juez del conocimiento, ya que, de estimarse que no tenía esa calidad, el juez debió haber sobreseído en el juicio y no negarlo, por tratarse de actos dentro de juicio que, en su caso, no serían de imposible reparación. 

b) En atención a lo anterior, en suplencia de la queja conforme a los artículos 76 Bis, fracción III y 227 de la Ley de Amparo, se revocó la sentencia recurrida y se procedió al estudio. 

· Para tal efecto, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, realizó un análisis exhaustivo de la figura de "tercero extraño a juicio por equiparación" y concluyó que en la actualidad se debe entender que es aquel que, siendo parte en un juicio, quedó colocado en una posición en la cual, real y materialmente, no estuvo en posibilidad de intervenir en éste (foja 71 a 107 de la sentencia contendiente).
· Con base en el criterio anterior, se determinó que el Tribunal Unitario Agrario y el actuario incurrieron en varios actos y omisiones que colocaron al quejoso en una situación en la cual no pudo intervenir en juicio y violaron sus derechos fundamentales de audiencia y debido proceso, de acceso efectivo a la impartición de justicia y de funcionamiento apropiado de las defensorías públicas de calidad, así como el de impartición de justicia especial y sensible en materia agraria, ello porque: 

“De la valoración de los autos y de dicho juicio agrario se desprende que efectivamente las autoridades responsables cometieron varios actos y omisiones que provocaron confusión en el expediente a grado tal de que no existen pruebas de que al quejoso se le hubiese otorgado la audiencia y certeza necesarias para continuar con el trámite del juicio; para que contestara la demanda; para que conociera el lugar de residencia del Tribunal Unitario Agrario del Distrito 10 —mismo que cambió de domicilio sin avisar al quejoso— y después de todo ello; el tribunal unilateralmente siguió todo el juicio sin audiencia del aquí promovente del amparo hasta privarlo de su parcela ejidal mediante sentencia, todo ello sin aplicar el debido proceso legal, así como sin considerar la sensibilidad y especialidad con que deben conducirse los tribunales agrarios por virtud de su naturaleza constitucional, todo lo cual puso al quejoso en una situación en la que materialmente quedó imposibilitado para hacer valer argumentos y medios de defensa antes del acto privativo pues quedó ajeno o extraño al procedimiento hasta que se dictó en su agravio la sentencia que lo condenó”.

En efecto, con base en los antecedentes se determinó que el tribunal no practicó esas comunicaciones debidas, con lo cual se generó una confusión para las partes, irregularidad que se dijo se encontraba plenamente probada en el expediente, ya que no existía constancia en autos que a éstas se les hubiera hecho del conocimiento cierto ese cambio de domicilio y la imposibilidad para concretar la cita programada; sin que fuera óbice a lo anterior el que el quejoso manifestara que el día de la audiencia él asistió al local del tribunal agrario en donde dijo que le comunicaron que no habría labores, que se cambiarían de domicilio y que no se preocupara porque después le iban a notificar personalmente lo conducente, ya que  en realidad el tribunal unitario nunca se preocupó por regularizar apropiadamente el procedimiento con base en lo siguiente: 
“No obstante la relevancia de lo ocurrido, después de no haber celebrado la audiencia en la fecha originalmente programada y sin notificar a las partes su cambio de domicilio, mediante auto de veinte de octubre de dos mil ocho el tribunal se limitó a dictar proveído en el que reconoció que no se había celebrado la reanudación de la audiencia por la mencionada suspensión de labores y por su cambio de domicilio.

Y ordenó que se notificara personalmente a las partes ese auto recién dictado.

A pesar que la gravedad de lo ocurrido ameritaba lógicamente y cuando menos, una comunicación directa con las partes del juicio, finalmente las notificaciones personales del auto de reanudación sí se hicieron, pero no a las partes directamente, sino al personal que asistió al nuevo local del tribunal y que tenía alguna relación con dichas partes”. 

Además, se indicó que ya en las nuevas instalaciones, el juicio agrario fue seguido “con prontitud y sin comparecencia de los codemandados, notificándoles a estos todos los acuerdos por medio de estrados, hasta que se dictó sentencia” la cual fue notificada por estrados. 

Por lo anteriormente narrado se concluyó que en autos se encontraba probado que al quejoso sí se le colocó materialmente como una persona extraña al juicio, puesto que sin darle aviso efectivo, el tribunal agrario suspendió el procedimiento y cambió su domicilio sin que se documentara en el juicio agrario ningún contacto directo con él sino hasta la señalada fecha cuatro de agosto de dos mil diez, cuando ya se había dictado sentencia y la misma causado ejecutoria haciendo evidente que en el caso se actualizó el supuesto del tercero extraño a juicio por equiparación, concepto que, como se dijo, no opera sólo respecto del demandado irregularmente emplazado en un juicio ordinario, sino también en casos donde el demandado, mediante actos y omisiones de la autoridad jurisdiccional, se vio colocado en una situación procesal en la cual materialmente ya no pudo intervenir en el juicio.
Así, había quedado demostrado que el Tribunal Unitario Agrario responsable, así como su actuario, incurrieron durante el trámite del juicio 632/2007 en varios actos y omisiones que colocaron al quejoso en una situación en la cual ya no pudo intervenir en juicio y violaron sus derechos fundamentales de audiencia y debido proceso contenidos en el párrafo segundo del artículo 14; de acceso efectivo a la impartición de justicia y de funcionamiento apropiado de las defensorías públicas de calidad previstos en el diverso artículo 17 constitucional; y de impartición de justicia especial y sensible en materia agraria garantizada por el diverso artículo 27, fracción XIX, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En tal virtud, se concedió la protección solicitada, debiendo dejar insubsistente tanto la sentencia, como lo actuado y reponer el procedimiento, en los términos siguientes: 

“motivo por el cual debe concederse al quejoso la protección solicitada para el efecto de dejar insubsistente todo lo actuado –incluso la sentencia de cuatro de noviembre de dos mil nueve- hasta la audiencia de dieciocho de agosto de dos mil ocho, que fue aquella en la que se programó la reanudación de la diligencia inicial para una fecha en la cual no pudo reestablecerse el procedimiento por causas imputables al tribunal máxime que en la misma, de modo implícito el tribunal responsable consideró consumada la asesoría legal de Valentín Trujillo, cuando en realidad el servicio público de la asesoría o defensoría no puede considerarse jurídicamente existente con las condiciones de esa diligencia, a lo que habría que sumar también que en la misma audiencia no está probado que se hubiera agregado el escrito de contestación exhibido por el hoy quejoso, pues, por alguna razón, el tribunal responsable no consideró conveniente añadirlo sin que se hubiera manifestado razón o fundamento alguno para ello”.
B. El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, conoció y resolvió el amparo en revisión **********, en sesión de veintiuno de enero de dos mil dieciséis, el cual tuvo su origen, según lo narrado en la propia sentencia, en los siguientes: 

	Antecedentes


1. Ante el Juzgado Octavo de Primera Instancia del distrito judicial de Veracruz se radicó el juicio ordinario civil **********. 
· Con posterioridad a la diligencia de emplazamiento practicada el nueve de julio de dos mil trece (en cumplimiento a la ejecutoria del juicio de amparo ********** del índice de dicho Juzgado, la parte demandada dio contestación y con base en ello se siguió la secuela procesal, de la que es posible advertir las siguientes intervenciones por parte del demandado: 

· Por auto de once de noviembre de dos mil trece, se citó al ahora quejoso a absolver posiciones contra el cual interpuso recurso de revocación.

· Mediante diligencia de veintiocho de enero de dos mil catorce, el peticionario presentó su escrito de contestación de demanda y solicitó se recibieran todas sus pruebas y, acto continuo, desahogó la confesional ofrecida por su contraparte, firmando al calce al término de la misma. 
· Asimismo, interpuso recurso de apelación contra la calificación de las posiciones en el desahogo de la prueba confesional. 

· El dieciocho de noviembre de dos mil catorce, se llevó a cabo la audiencia de pruebas y alegatos, posteriormente se turnó el expediente para dictar sentencia, de lo cual fueron notificados los comparecientes.

En esa data, esto es, el dieciocho de noviembre de dos mil catorce, respecto de dicho órgano jurisdiccional, mediante Acuerdo del Consejo del Poder Judicial del Estado se le fijó fecha de inicio de funciones como Juzgado Octavo de Primera Instancia especializado en materia Familiar del Distrito Judicial de Veracruz. 

· El veintiocho de noviembre de dos mil catorce dictó sentencia condenatoria en contra de la parte demandada, la cual se notificó por lista de acuerdos el día de su emisión. 

· Los autos del expediente ********** llegaron al Juzgado Cuarto de Primera Instancia y el catorce de enero de dos mil quince, se emitió acuerdo en donde se les dio el número ********** y se ordenó notificar por lista de acuerdos a las partes de dicha recepción.
· Posteriormente, el veinte de febrero de dos mil quince, se acordó que la sentencia de primera instancia causó ejecutoria y se ordenó requerir personalmente a los demandados, para que desocuparan el bien en litigio.
2. En contra de dicha determinación se presentó juicio de amparo indirecto, del cual correspondió conocer al Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia en Boca del Río; el asunto fue radicado bajo el número de expediente ********** y agotados las etapas procesales del procedimiento, el veintinueve de junio de dos mil quince se celebró la audiencia constitucional y se dictó sentencia, en el sentido de sobreseer en el juicio, bajo las consideraciones siguientes: 
“(…) el quejoso se hizo sabedor del juicio compareciendo a él y opta por intentar la vía indirecta aduciendo la falta de llamamiento al juicio natural, pues refiere que nunca fue notificado del juicio ********** (número anterior **********) y que, como consecuencia de ello, ahora lo pretenden lanzar del bien inmueble que señala es de su propiedad, lo que de cumplirse afectaría su patrimonio; empero, como se destacó al inicio del presente considerando, lo procedente es sobreseer el controvertido constitucional, fundamentalmente porque ya no es persona extraña al juicio, en virtud de que puede defenderse dentro del procedimiento ordinario y, en su oportunidad, si es el caso, acudir al amparo directo, (…). 

De igual forma se considera actualizada una diversa causal de improcedencia, por lo que ve al acto reclamado relativo al auto de veinte de febrero del presente año, el cual le fuera notificado el cinco de marzo pasado, donde se le hace saber al quejoso que se abre la sección de ejecución del expediente ********** (número anterior **********) y se ordena requerirle para que dentro del término de cinco días lleve a cabo la desocupación y entrega del inmueble materia de la controversia; empero, contra dicho acto se actualiza la causal de improcedencia contemplada en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción IV, ambos de la Ley de Amparo (...).

(…) el amparo promovido contra actos preliminares dictados dentro del procedimiento de remate, es improcedente; (…)
(…) 

En consecuencia, si el quejoso indica como acto reclamado la desocupación y entrega del inmueble ubicado en calle **********, que como se señaló fue ordenado por auto veinte de febrero del año en curso, a través del cual la autoridad responsable requirió el cumplimiento de la sentencia a que fue condenado, es incuestionable que tal actuación no reviste las características de la última resolución en el procedimiento de remate; por ende, no puede ser estudiado a través del juicio de amparo, sino hasta en tanto se pronuncie aquella decisión, momento en el que válidamente podrá impugnar todas aquellas violaciones, que habiendo sido oportunamente preparadas, le hayan dejado sin defensa, durante la referida fase ejecutiva”.
La anterior determinación es la que motivó la presentación del recurso de revisión cuya decisión da origen a la presente contradicción, asunto que, en lo conducente, se consideró lo siguiente:

	Amparo en revisión **********


a) El Tribunal Colegiado del conocimiento consideró que el Juez de Distrito no apreció de forma debida el acto reclamado, consistente en la falta de notificación o emplazamiento al juicio ordinario civil **********, ya que dicho acto se dirigió específicamente a ese expediente, sobre la base de que el quejoso desconocía la remisión del juicio ordinario civil **********.
En tal virtud se juzgó erróneo que se consideró actualizada la causa de improcedencia establecida en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción VI, ambos de la Ley de Amparo, porque aun cuando el quejoso no es persona extraña a juicio, porque fue parte en la contienda natural, participó en ésta e incluso fue notificado de la sentencia, la falta de notificación de la radicación del expediente donde intervino en un nuevo juzgado y con diverso número de expediente lo dejó en estado de indefensión. 

Además, tomando en cuenta el Acuerdo del Consejo del Poder Judicial del Estado que fijó como fecha de inicio de funciones como Juzgado Octavo de Primera Instancia especializado en materia Familiar del Distrito Judicial de Veracruz, de dieciocho de noviembre de dos mil catorce, si la sentencia la dictó ese órgano, lo que procedía era que, conforme el punto Sexto de dicho Acuerdo, se remitiera ese expediente a la Oficialía de Partes Común para su continuación.
Luego, es patente la inseguridad en que se encontró el quejoso consistente en no poder acudir ante el Juez Octavo porque su competencia había cambiado, por lo que era necesario y obligatoriamente legal, acorde al artículo 81 del Código procesal invocado, notificarle en forma personal el envío de los autos al nuevo órgano jurisdiccional, para que siguiera el procedimiento en éste.

Se estimó que por similares consideraciones tampoco se actualizó la causa de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 61 de la Ley de Amparo, puesto que contrario a lo indicado en la sentencia recurrida en cuanto a que la falta de notificación o emplazamiento se trataba de un acto que fue materia de una ejecutoria anterior emitida en el juicio de amparo indirecto **********, lo cierto era que el acto que ahí se estudió fue la falta de emplazamiento al juicio ordinario civil **********, mismo que se estimó ilegal y, por ende, se concedió el amparo para que se realizara legalmente ese acto procesal, el cual era distinto al reclamado en el amparo en revisión **********.
Igualmente se consideró fundado lo alegado por el recurrente, toda vez que no se debió tener por actualizada la causa de improcedencia dispuesta en la fracción XVIII, del artículo 61 mencionado, porque era necesario analizar la constitucionalidad de la omisión de la notificación de la remisión de autos, para advertir si el quejoso tuvo oportunidad de interponer el recurso ordinario procedente en contra de la sentencia de primera instancia; motivo por el cual se revocó la sentencia recurrida y se procedió al estudio del fondo del asunto. 

b) De los antecedentes se arribó a la conclusión que fue ilegal el proceder del Juez Cuarto de Primera Instancia responsable, puesto que en atención a lo dispuesto en el artículo 81 del Código procesal civil en consulta, debió ordenar la notificación personal del acuerdo de catorce de enero de dos mil quince, para hacer del conocimiento de las partes el envío de los autos del juicio **********, a ese órgano jurisdiccional, así como el nuevo número de expediente con el que se radicó.
Ello en virtud de que el quejoso no estuvo en aptitud de conocer el destino del expediente después de dictada la sentencia y notificada por lista de acuerdos y, con ello, de interponer el medio ordinario de defensa establecido en la ley en contra de esa determinación, esto es, de seguir actuando dentro del procedimiento, sobre todo porque la sentencia fue emitida por el Juez Octavo de Primera Instancia Especializado en Materia de Familia, es decir, ya con la nueva competencia, por tanto, el quejoso no podía acudir ante dicho órgano por ya no estar facultado para conocer del procedimiento del juicio reivindicatorio, ante su especialidad. 
CUARTO. Criterios para determinar si existe o no contradicción de tesis. Es de atenderse a la jurisprudencia 72/2010 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan ‘tesis contradictorias’, entendiéndose por ‘tesis’ el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.’, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que ‘al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes’ se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en ‘diferencias’ fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución".

De dicho criterio se desprende que para que exista la contradicción de criterios, es necesario que los órganos involucrados en los asuntos materia de la denuncia hubieren:

A. Examinado supuestos jurídicos esencialmente iguales; y,
B. Llegado a conclusiones disímiles respecto a la resolución de la controversia planteada.

Entonces, existe contradicción de posturas siempre y cuando se satisfagan los dos supuestos enunciados, sin que sea obstáculo que los criterios jurídicos sobre un mismo punto de derecho no provengan del examen de los mismos elementos de hecho, sobre todo cuando se trate de aspectos meramente secundarios o accidentales que, al final, en nada modifican la situación examinada por los órganos contendientes, toda vez que lo relevante es que las consideraciones en que se sustentan las decisiones de que se trate sean opuestas. 

Sobre el particular es menester señalar que no existe contradicción de tesis cuando la variación o diferencia fáctica sea relevante e incida de manera determinante en los criterios adoptados por los Tribunales involucrados; es decir, si las cuestiones fácticas, aun siendo parecidas, influyen en las determinaciones de los órganos de amparo, ya sea porque se construyó el criterio jurídico partiendo de dichos elementos particulares o la legislación aplicable da una solución distinta a cada uno de ellos, es inconcuso que la contradicción de criterios no puede configurarse. 

Finalmente, es pertinente destacar que es innecesario que los criterios divergentes estén plasmados en tesis redactadas y publicadas en términos de los artículos 218 a 220 de la Ley de Amparo, sino que basta que se encuentren en las consideraciones de los asuntos sometidos al conocimiento de cada órgano contendiente de que se trata, al tenor de la jurisprudencia 92/2000 de esta Segunda Sala:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SU EXISTENCIA REQUIERE DE CRITERIOS DIVERGENTES PLASMADOS EN DIVERSAS EJECUTORIAS, A PESAR DE QUE NO SE HAYAN REDACTADO NI PUBLICADO EN LA FORMA ESTABLECIDA POR LA LEY. Los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución General de la República, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, regulan la contradicción de tesis sobre una misma cuestión jurídica como forma o sistema de integración de jurisprudencia, desprendiéndose que la tesis a que se refieren es el criterio jurídico sustentado por un órgano jurisdiccional al examinar un punto concreto de derecho, cuya hipótesis, con características de generalidad y abstracción, puede actualizarse en otros asuntos; criterio que, además, en términos de lo establecido en el artículo 195 de la citada legislación, debe redactarse de manera sintética, controlarse y difundirse, formalidad que de no cumplirse no le priva del carácter de tesis, en tanto que esta investidura la adquiere por el solo hecho de reunir los requisitos inicialmente enunciados de generalidad y abstracción. Por consiguiente, puede afirmarse que no existe tesis sin ejecutoria, pero que ya existiendo ésta, hay tesis a pesar de que no se haya redactado en la forma establecida ni publicado y, en tales condiciones, es susceptible de formar parte de la contradicción que establecen los preceptos citados”
.
Una vez precisado lo mencionado con antelación, procede determinar si, en la especie, existe la contradicción de criterios que se denuncia. 

QUINTO. Estudio. Conforme a lo narrado, si bien, en el caso particular a simple vista podría ser posible aseverar que los tribunales contendientes se pronunciaron sobre un mismo tema jurídico, a saber: si debe considerarse o no como tercero extraño a juicio por equiparación para efectos del juicio de amparo, a la parte que no se le notifica el cambio de sede del órgano jurisdiccional en el que se tramitó el juicio de origen; cabe señalar, que esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que ello no acontece, toda vez que las resoluciones de los Tribunales involucrados tienen como sustento cuestiones fácticas relevantes diversas, las cuales motivaron la divergencia de los criterios sustentados, tal y como a continuación se demostrará. 

Para estar en aptitud de verificar si el aserto al que arribaron los Tribunales Colegiados de Circuito que participan en la presente contradicción de tesis tiene un punto de comparación y que origine una posible contradicción, es menester hacer un comparativo del procedimiento que llevó a la interposición de los respectivos recursos de revisión. 

	Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito.
Recurso en revisión **********
El asunto tuvo como punto de partida para determinar que el quejoso tenía el carácter de tercero extraño a juicio por equiparación, los siguientes antecedentes que se dieron en la causa inicial:
	Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito.
Recurso en revisión **********
El asunto tuvo como punto de partida para determinar que el quejoso no tenía el carácter de tercero extraño a juicio por equiparación pero que se le dejó en estado de indefensión, los siguientes antecedentes que se dieron en la causa inicial:

	El Tribunal Unitario Agrario del Distrito Diez admitió la demanda y ordenó emplazar a los demandados, comisariado ejidal del poblado de **********, Estado de México y **********. 

Actos relevantes de la prosecución judicial: 

1. El veinticinco de febrero de dos mil ocho: 

No se pudo efectuar la audiencia de ley porque el comisariado ejidal no se encontraba asesorado. ********** se encontró presente asesorado por el licenciado **********. 

2. El siete de abril de dos mil ocho (fecha señalada para la audiencia), ante la incomparecencia del asesor legal del actor y del demandado **********, nuevamente se difirió la audiencia.

3. El dieciocho de agosto de dos mil ocho, fecha la audiencia fue diferida una vez más ante la incomparecencia del asesor legal de **********, no obstante su manifestación en relación a que su asesor legal lo era el licenciado **********, servidor público de la Procuraduría Agraria y quien produjo la contestación de demanda.

En esa misma data, se ordenó girar oficio a la Procuraduría Agraria para requerir la comparecencia de dicho licenciado a la diligencia de fecha diez de octubre de dos mil ocho. 

4. ********** precisa que el diez de octubre de dos mil ocho asistió al local de dicho tribunal, sin embargo las labores habían sido suspendidas desde el veinticuatro de septiembre de dos mil ocho y las personas que se encontraban ahí le comentaron que se le notificaría personalmente el cambio de lugar y la continuación de la audiencia. 

5. El veinte de octubre de dos mil ocho se dictó auto manifestando que ante la imposibilidad antes apuntada, se fijó como nueva fecha el veintidós de enero de dos mil nueve para la celebración de la audiencia y se ordenó la notificación personal de las partes. 

6. El siete de noviembre, el Actuario del Tribunal, notificó al licenciado **********, mediante comparecencia, del acuerdo precedente, considerando que tenía el carácter de autorizado de la parte codemandada. 

7. El veintidós de enero de dos mil nueve tuvo verificativo la audiencia, se tuvo por aceptadas las afirmaciones de la parte actora ante la inasistencia del codemandado y su asesor. 

8. El cuatro de noviembre de dos mil nueve se dictó sentencia.

9. El cuatro de agosto de dos mil diez ********** acudió al Tribunal Agrario en su nueva residencia, para manifestar que se encontró a la parte que lo demandó haciendo modificaciones en su parcela, sin que mediara notificación alguna. 
	Durante el sumario de origen, se observó que el demandado fue emplazado y realizó diversas intervenciones, a saber: 

· Por auto de once de noviembre de dos mil trece, se citó al demandado a absolver posiciones contra el cual interpuso recurso de revocación.

· Mediante diligencia de veintiocho de enero de dos mil catorce, presentó su escrito de contestación de demanda y solicitó se recibieran todas sus pruebas y, acto continuo, desahogó la confesional ofrecida por su contraparte, firmando al calce al término de la misma.
· Asimismo, interpuso recurso de apelación contra la calificación de las posiciones en el desahogo de la prueba confesional. 

· El dieciocho de noviembre de dos mil catorce, se llevó a cabo la audiencia con la asistencia de los abogados patronos de ambas partes, a quienes se les tuvo por formulados sus alegatos y acto seguido se ordenó el turno del expediente para dictar sentencia, de lo cual fueron notificados los comparecientes.

· El veintiocho de noviembre de dos mil catorce se dictó sentencia, la cual se notificó por lista de acuerdos el día de su emisión. 

· Recibidos los autos del expediente ********** al Juzgado Cuarto de Primera Instancia, se emitió acuerdo de catorce de enero de dos mil quince, donde se le dio el número **********, lo cual se ordenó notificar por lista de acuerdos a las partes.

· El veinte de febrero de dos mil quince, se acordó que la sentencia de primera instancia causó ejecutoria y se ordenó requerir personalmente a los demandados para que desocuparan el bien en litigio.

	El codemandado acudió al juicio de amparo indirecto a reclamar tanto la resolución acabada de relacionar como la notificación realizada el siete de noviembre de dos mil ocho en dicho juicio agrario. 

En el juicio de garantías le fue negado el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados. 
	El demandado acudió al juicio de amparo indirecto aduciendo que el actuar del Juez Cuarto de Primera Instancia fue ilegal, pues debió ordenar la notificación personal del acuerdo de catorce de enero de dos mil quince.

El asunto fue resuelto en el sentido de sobreseer en el juicio.


Como se pude apreciar, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, tomando en consideración los antecedentes del asunto puestos a su conocimiento, relatados en el cuadro comparativo, sostuvo lo siguiente: 

1. El Juez de Distrito no apreció en forma debida el acto reclamado, porque debió tomar en cuenta todos los elementos jurídicos adicionales que acontecieron durante el procedimiento, más aun por tratarse de un amparo agrario. De tal suerte que consideró que, de la totalidad de las actuaciones, existían elementos que permitían clasificar el asunto como un amparo pedido por un "tercero extraño a juicio por equiparación”, bajo la consideración de que “el quejoso reclama todo lo actuado en el juicio agrario a partir de que dejó de participar en el mismo por causas no imputables a él, lo que identifica sus planteamientos como propios de un tercero extraño a juicio por equiparación”. 

2. Estableció que, a partir del contenido, alcance, límites y evolución de la figura de "tercero extraño a juicio por equiparación”, se debía entender como tal a “quien siendo parte en un juicio, quedó colocado en una posición en la cual, real y materialmente, ya no pudo intervenir en éste; concepto básico que sirve de principio a las demás reglas derivadas, e incluso debe destacarse que la flexibilización de referencia ha llegado al punto donde ya no se exige al tercero equiparado agotar los recursos ordinarios que tuviera a su alcance, además que se privilegia el examen de este tipo de asuntos al amparo indirecto, sobre el directo, dadas las posibilidades probatorias del juicio constitucional, las que son mayores y más benéficas incluso que las previstas en las instancias procesales ordinarias”. 

3. En esos términos, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, sostuvo que en el juicio agrario se desprendía que la autoridad responsable realizó actos e incurrió en omisiones que provocaron confusión en el expediente a tal grado que: no existían pruebas de que al quejoso se le hubiese otorgado la audiencia y certeza necesarias para continuar con el trámite del juicio; para contestar la demanda; para que conociera el lugar de residencia del Tribunal Unitario Agrario (que cambió de domicilió sin avisar al quejoso); y después de ello el tribunal unilateralmente siguió todo el juicio sin la audiencia del promovente del amparo, hasta privarlo de su parcela ejidal. 

4. Por tanto, concatenando el concepto de tercero extraño por equiparación y los hechos del juicio de origen concluyó que el quejoso tenía ese carácter no obstante haber sido parte en el juicio debido a que, por virtud de diversas omisiones en el procedimiento, se colocó al quejoso en una situación en la cual no pudo intervenir en el juicio, violentando así sus derechos fundamentales de audiencia y debido proceso, de acceso efectivo a la impartición de justicia y de funcionamiento apropiado de las defensorías públicas de calidad, así como el de impartición de justicia, especial y sensible en materia agraria. 
El criterio sostenido por dicho órgano colegiado se plasmó en las siguientes tesis aisladas de números II.3o.A.24 K (10a.) y II.3o.A.158 A (10a.), cuyos respectivos rubros y textos se transcriben a continuación: 

“TERCERO EXTRAÑO A JUICIO POR EQUIPARACIÓN PARA EFECTOS DEL AMPARO. LO ES QUIEN, NO OBSTANTE HABER SIDO PARTE E INTERVENIDO EN AQUÉL, VE INTERRUMPIDA SU PARTICIPACIÓN A CAUSA DE QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL EN DONDE ACTÚA CAMBIÓ DE RESIDENCIA SIN NOTIFICARLE PERSONALMENTE SOBRE SU NUEVO DOMICILIO Y CONTINUÓ CON EL TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO EN EL NUEVO LOCAL HASTA DICTAR SENTENCIA. En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se definió como tercero extraño a juicio a quien, sin ser parte en un proceso, resiente los efectos y consecuencias de éste, y se equipara a aquel que siendo parte en el juicio, no tuvo la oportunidad real y material de intervenir en él; aspecto que generalmente se presenta cuando se hacen valer defectos en el emplazamiento, los que son impugnables en amparo indirecto después de que se dicte sentencia y, en la vía directa cuando, antes de su dictado, se tuvo la oportunidad de interponer medios ordinarios de defensa (como el incidente de nulidad de actuaciones o el recurso de apelación en que cuestionen los defectos del emplazamiento). Además, por regla general, si la persona que se ostenta como tercero extraña equiparada tuvo intervención en el procedimiento ordinario, no tendrá dicho carácter en el amparo. No obstante, el Pleno del Alto Tribunal, al resolver la contradicción de tesis 259/2009 (en que modificó y flexibilizó el criterio aludido), definió que, ante la ausencia de regulación sobre la procedencia del amparo indirecto promovido por el tercero extraño a juicio equiparado, debe reconocerse que dicha persona puede acudir inmediatamente al juicio constitucional, aun cuando todavía se encuentre en tiempo para interponer el recurso ordinario, para lo cual, debe atenderse a la naturaleza de las normas rectoras del amparo y al principio pro persona, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo lo cual se fundó, entre otras consideraciones, en la ejecutoria de la otrora Cuarta Sala del Máximo Tribunal, al resolver el amparo directo 5001/48 -del que derivó la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XCVIII, página 1029, con el rubro: ‘EXTRAÑOS AL JUICIO, LOS DEMANDADOS NO EMPLAZADOS DEBIDAMENTE SON TERCEROS.’- donde se reconoció como tercero extraño, no sólo a quien no es parte en un juicio, sino también, en términos generales, a aquel que materialmente no tuvo la oportunidad de intervenir en el proceso. Sobre las bases anteriores, se concluye que tercero extraño a juicio por equiparación para efectos del amparo, es también quien, no obstante haber sido parte e intervenido en aquél, ve interrumpida su participación a causa de que el órgano jurisdiccional en donde actúa cambió de residencia sin notificarle personalmente sobre su nuevo domicilio y continuó con el trámite del procedimiento en el nuevo local hasta dictar sentencia”.

“TERCEROS EXTRAÑOS A JUICIO POR EQUIPARACIÓN PARA EFECTOS DEL AMPARO. LO SON LAS PARTES EN EL JUICIO SEGUIDO ANTE EL TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO DEL DISTRITO DIEZ, ANTES CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, QUE NO FUERON NOTIFICADAS PERSONALMENTE DEL CAMBIO DE DOMICILIO DE DICHO ÓRGANO A TLALNEPANTLA DE BAZ, AMBOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE MÉXICO, SI EL PROCEDIMIENTO CONTINUÓ EN EL NUEVO LOCAL HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA. Entre los días 24 de septiembre y 14 de octubre de 2008, el Tribunal Unitario Agrario del Distrito Diez cambió su residencia de Naucalpan de Juárez a Tlalnepantla de Baz, ambos Municipios del Estado de México. En estas condiciones, si en autos no consta que dicha autoridad jurisdiccional hubiera notificado personalmente y con la debida oportunidad a las partes en el juicio seguido ante ella sobre dicho cambio de domicilio, por lo cual dejaron de intervenir real y materialmente en el procedimiento, el cual continuó en el nuevo local hasta el dictado de la sentencia -aspecto imputable al tribunal agrario de referencia-, debe reconocerse a los afectados el carácter de terceros extraños a juicio por equiparación para efectos del amparo, sobre todo si se trata de personas pertenecientes a la clase campesina, quienes por su situación de vulnerabilidad requieren de un sistema de justicia agraria adecuado y sensible a su realidad, según la presunción constitucional derivada de la interpretación sistemática de los artículos 14, 17 y 27, fracción XIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, para revocar el sobreseimiento en el juicio de amparo, consideró que: 

 1. El Juez de Distrito no apreció de forma debida el acto reclamado y determinó que, no obstante, que el quejoso no era persona extraña a juicio, porque fue parte en la contienda natural e incluso fue notificado de la sentencia que puso fin a esa instancia, la falta de notificación de la radicación por parte del nuevo juzgado lo dejó en estado de indefensión.
2. Del estudio de los conceptos de violación, se arribó a la conclusión que fue ilegal el proceder del Juez Cuarto de Primera Instancia responsable, ya que conforme a lo dispuesto en el artículo 81 del Código Procedimientos Civiles aplicable, debió ordenar la notificación personal del acuerdo de catorce de enero de dos mil quince, para hacer del conocimiento de las partes el envío de los autos del juicio **********, a ese órgano jurisdiccional, así como el nuevo número de expediente con el que se radicó.

3. Tal omisión provocó que el quejoso no estuviera en aptitud de conocer el destino del expediente después de dictada la sentencia y notificada por lista de acuerdos y, con ello, de interponer el medio ordinario de defensa establecido en la ley en contra de esa determinación, esto es, de seguir actuando dentro del procedimiento. 
En esta tesitura, como se mencionó al inicio de este considerando, no existe la contradicción de criterios que se denuncia, por los motivos siguientes. 

En efecto, conforme a las dos posturas de los órganos jurisdiccionales previamente apuntadas, se puede determinar que el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, sostiene que las distintas violaciones que se actualizaron a lo largo del procedimiento agrario repercutieron en los derechos fundamentales de acceso efectivo a la justicia y a las garantías individuales de audiencia y debido proceso, lo que dejó real y materialmente en estado de indefensión al quejoso, ubicándolo, consecuentemente en la calidad de “tercero extraño a juicio por equiparación”; ello no obstante que conoció del juicio e incluso formó parte de éste, puesto que, por diversas causas no imputables a él, nunca estuvo en posibilidad de intervenir de manera efectiva.
Más aún, como fue puesto de relieve en dicha resolución, al provenir el asunto de la materia agraria, en donde las personas, ante su situación de vulnerabilidad, requieren un sistema de justicia adecuado y sensible a la realidad, como se observa de la tesis transcrita previamente número II.3o.A.158 A (10a.), que en la parte conducente indica: “(…) debe reconocerse a los afectados el carácter de terceros extraños a juicio por equiparación para efectos del amparo, sobre todo si se trata de personas pertenecientes a la clase campesina, quienes por su situación de vulnerabilidad requieren de un sistema de justicia agraria adecuado y sensible a su realidad, según la presunción constitucional derivada de la interpretación sistemática de los artículos 14, 17 y 27, fracción XIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.
Es evidente que las transgresiones fueron de tal envergadura que causaron un perjuicio al codemandado a la garantía de audiencia, entre otros derechos y principios procedimentales, tal como lo es el de contradicción, entendido este principio jurídico procesal como la posibilidad efectiva al alcance de las partes para poder controvertir las posiciones jurídicas opuestas que sostienen entre sí, toda vez que con motivo del actuar del Tribunal Unitario Agrario, se hizo nugatoria la oportunidad de contestar las pretensiones del actor y de rendir las pruebas que estimara pertinentes, así como de todas las demás actuaciones para poder ser oído y vencido. 
De esta manera, el fundamento de la determinación lo fueron las múltiples violaciones a lo largo de la secuela procesal y no el que se hubiera omitido o realizado ilegalmente una notificación, sino que en todo el procedimiento el quejoso se vio imposibilitado para ocurrir al juicio, haciendo nugatoria toda posibilidad de controvertir o manifestar lo que a su derecho conviniere. Ello es así, porque, en el propio fallo, en el considerando Sexto, se determinó que no fue correcta la fijación de los actos reclamados por parte del Juez de Distrito, toda vez que se limitó a reducir los planteamientos a un examen de legalidad de una notificación, en tanto que era menester “una lectura íntegra de la demanda y de las diferentes constancias del juicio (en especial del informe justificado) de las que se desprende que el reclamo del quejoso no se centró en ese mero examen de legalidad de la notificación como lo consideró el juez en su fijación de los actos, sino que en realidad se reclamó la inconstitucionalidad de una serie de actos procesales que, en el juicio agrario de origen finalmente colocaron al quejoso como un ‘tercero extraño a juicio por equiparación’ para los efectos que se definen en la jurisprudencia vigente del Alto Tribunal”. 
En tanto que la postura del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito es contundente al señalar que el quejoso formó parte de la contienda inicial e inclusive intervino en ésta ya que fue emplazado; dio contestación a la demanda; opuso excepciones; ofreció pruebas; absolvió posiciones; formuló alegatos; y fue notificado de la sentencia. 

Así, no podía ser considerado “tercero extraño a juicio por equiparación”; sin embargo, se le dejó en estado de indefensión ante la falta o ilegal notificación por parte de la autoridad responsable, es decir, el perjuicio generado derivó de una omisión o ilegal notificación practicada por parte del órgano que recibió los autos, una vez que el juicio de origen había concluido en todos sus términos. 

En otras palabras dicho órgano jurisdiccional determinó que el quejoso no podía recibir el tratamiento de “tercero extraño a juicio por equiparación”, toda vez que al ser parte en el juicio natural tuvo la oportunidad de ejercer todos los derechos procedimentales a su alcance, lo cuales ejerció, según se advierte de la narrativa de los antecedentes respectivos, puesto que rindió y desahogó pruebas, hizo valer los medios de defensa ordinarios que estimó pertinentes, formuló alegatos y su abogado patrón asistió a la audiencia de ley, y posteriormente el expediente fue turnado para dictar sentencia, la cual fue notificada por lista el día de su emisión, lo que revela que el quejoso tuvo una efectiva participación.

En esa tesitura, la transgresión se debió a la omisión o inadecuado emplazamiento, violación procedimental que, si bien, lo dejó en estado de indefensión, la misma no equivale a considerar que hubo un desconocimiento del juicio de origen y por tanto no podía adquirir el carácter de “tercero extraño a juicio por equiparación”, habida cuenta que incluso, para tales situaciones existen otros medios de defensa previstos en el ordenamiento jurídico aplicable, que podrían revocar todo lo actuado hasta antes de aquella actuación que se consideró ilegal, verbigracia, el incidente de nulidad de actuaciones o notificaciones. 

Lo anterior da como resultado que si bien ambos órganos colegiados consideraron que los respectivos quejosos fueron colocados en estado de indefensión, porque los dejaron inauditos; lo cierto es que, las etapas procedimentales, las violaciones acaecidas y las razones para arribar al criterio que cada uno sustentó fueron diversas, lo que por consiguiente motivó que un órgano jurisdiccional determinara que el quejoso debía tener el carácter de “tercero extraño a juicio” y el otro no. 
Ello porque mientras en uno, se dejó al demandado en estado de indefensión ante violaciones procedimentales sucesivas desde el comienzo de la contienda, derivado de lo cual no pudo intervenir el en juicio instaurado en su contra; en otro, el estado de indefensión derivó de la falta de notificación personal por parte del órgano jurisdiccional de la recepción de los autos relativos a la primera instancia, la cual se encontraba concluida, puesto que la sentencia correspondiente ya se había dictado y notificado.
Derivado de todo lo anterior, como se adelantó, en las resoluciones que motivaron la denuncia de contradicción, los Órganos Colegiados examinaron elementos diferentes y carecen de un punto en común, por lo que no existe la contradicción de tesis denunciada.

Sirve de apoyo a la anterior consideración, las tesis que a continuación se reproducen:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. DEBE DECLARARSE INEXISTENTE CUANDO LA DISPARIDAD DE LOS CRITERIOS PROVIENE DE TEMAS, ELEMENTOS JURÍDICOS Y RAZONAMIENTOS DIFERENTES QUE NO CONVERGEN EN EL MISMO PUNTO DE DERECHO. Para que exista contradicción de tesis entre Tribunales Colegiados de Circuito, en términos de los artículos 107, fracción XIII, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo, es necesario que: 1) Los Tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera que fuese; y, 2) Entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre algún punto en común, es decir, que exista al menos un razonamiento en el que la interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, como el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en general. En ese tenor, si la disparidad de criterios proviene de temas, elementos jurídicos y razonamientos diferentes, que no convergen en el mismo punto de derecho, la contradicción de tesis debe declararse inexistente.”
 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. PARA QUE SE GENERE SE REQUIERE QUE UNA TESIS AFIRME LO QUE LA OTRA NIEGUE O VICEVERSA. La existencia de una contradicción de tesis entre las sustentadas en sentencias de juicios de amparo directo, no se deriva del solo dato de que en sus consideraciones se aborde el mismo tema, y que en un juicio se conceda el amparo y en otro se niegue, toda vez que dicho tema pudo ser tratado en diferentes planos y, en consecuencia, carecer de un punto común respecto del cual lo que se afirma en una sentencia se niegue en la otra o viceversa, oposición que se requiere conforme a las reglas de la lógica para que se genere la referida contradicción.”

No es óbice para arribar a la anterior conclusión el que en el considerando previo se afirmara que los cuestiones fácticas no debían ser relevantes, siempre y cuando los criterios jurídicos hayan versado sobre un mismo punto de derecho; empero, en la especie, en el caso, sí fueron relevantes e influyeron en las decisiones adoptadas por los órganos revisores, toda vez la determinación se hizo a partir de las situación particular de cada uno de los quejosos. 
Al respecto, conviene mencionar que de lo dispuesto en los artículos 107 constitucional y 226, fracciones I y II, de la Ley de Amparo, se contiene una norma que confiere poderes de ejercicio obligatorio para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando ya sea en Salas o en Pleno. Mediante el ejercicio de ese poder conferido, se busca esencialmente unificar los criterios interpretativos que dos o más órganos colegiados -o las Salas de la Corte, en su caso- llegaren a adoptar a la hora de resolver algún conflicto.

Así, las normas citadas expresan, como condición para la procedencia de la contradicción de tesis, que los criterios enfrentados sean contradictorios. El sentido del concepto “contradictorio”, sin embargo, ha de entenderse cuidadosamente en función no tanto del estado de los criterios enfrentados, sino de la finalidad antes apuntada: la unificación de criterios. Es decir, la condición que debe observarse está más ligada con el fin que con el medio.

La esencia de la contradicción, entonces, radica más en la necesidad de unificar criterios que en la de comprobar que se reúna una serie de características determinadas en los casos resueltos por los órganos colegiados. Por ello, para comprobar que una contradicción de tesis es procedente, será indispensable determinar si existe una necesidad de unificación, es decir, una posible discrepancia en el proceso de interpretación más que en el producto mismo. Dicho en otras palabras, para determinar si existe o no una contradicción de tesis o criterios será necesario analizar detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados -y no tanto los resultados que ellos arrojen- con el objeto de identificar si en algún tramo de los respectivos razonamientos se tomaron decisiones distintas -no necesariamente contradictorias en términos lógicos- aunque legales.

En esas condiciones, en la especie no es posible lograr la unificación de criterios, puesto que examinados los respectivos argumentos de los órganos colegiados contendientes, como se vio, no se advierte una discrepancia en determinada concepción jurídica general y abstracta, que permita la emisión de una jurisprudencia con esas características.

Al ser esto así, es incuestionable que la presente contradicción de tesis debe declararse inexistente.

En mérito de lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán (ponente).
Firma el Ministro Presidente y en su calidad de Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA Y PONENTE
MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN 
EL SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SALA

LICENCIADO MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
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